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En el punto IV, apartado bl, primero, e'l, párrafo segundo,
lineas segunda y tercera, donde dice: «se deschará toda linea en la
que aparezcan plantas aberrantes.», debe decir: «se desechará toda
línea en la que aparezcan plantas aberrantes.".

Asimismo, en el párrafo tercero, linea primera, donde dice: «Las
parcelas de prodUCClón G-I deberán estar aisladas ...», debe decir:
«Las parcelas de producción de G-l deberán estar aisladas ...».

Igualmente, en el p6rrafo cuarto, linea primera, donde dice:
«Podrán autorizarse que la distancia mlnima ...», debe decir:
«Podrá autorizarse que la distancia mlnima ...».

En el punto IV, apartado bl, primero, fl, p6rrafo segundo, linea
quinta, donde dice: «en las parcelas de produción de semillas de
esta generación ...», debe decir: ...n las parcelas de producción de
semillas de esta generación •..».

En el punto V, apartado al, linea novena, donde dice: «En el
caso de que se trete de semilla de las categorías o ••», debe decir: «En
el caso de que se trate de semillas de las categorías o ••».

En el punto VI, apartado bl, linea quinta, donde dice: «sean
aptos para la conservación de la simiente.», debe decir: «SC8Jl aptos
para la conservación de la semilla.»

En el punto VII, párrafo primero, linea tercera, donde dice:
«precintado la semilla de base y semilla cenificada ...», debe decir
«precintado de semilla de base y semilla cenificada ...».

Asimismo, en el p6rrafo tercero, linea segunda, donde dice:
«para las semiJas, ...», debe decir: «para las semillas, ...».

En el punto VIII, apartado dl, linea segunda, donde dice:
«deberán disponer de campos de cultivo directo », debe decir:
"deberán disponer de campos en cultivo directo ».

En eL punto IX, apartado al, linea primera, donde dice:
«Etiquetis: En las etiquetas oficiales y en las de productor ...»,
debe decir: «Etiquetas: En las etiquetas oficiales y en las del
produétor ..0».

En el anejo número 1, ""Iuísitos de los procesos de producción,
en la columna «Aislamiento (minimo»>, relativo a algodón,
donde dice: "508l m., 40 Ol m., 30 (1) m.», debe decir: "SO m. (Il,
40 m (Il, 30 m. »>.

En la sexta observación del anejo número 1, ""Iuísitos de los
proeesos de producción, p6rrafo segundo, lineas segunda a cuarta,
donde dice: «Bactcriosis ("Xantomas malvacearum") enfermeda­
des criptogámicas como: Antracnosis ("Glomerella gossypi"¡,
Putrefacción ("Ascoehita gossypi"l y Podredumbre ("Pbymatotn­
ehum onmivo"- ...., debe decir. «9aeteriosis ("°Xantbomonas
malvacearum"l enfermedades criptogámicas como: Antracnosis
("GlomereUa ~sypü"l, Putrefacción ("Ascocbita gossypii"l y
Podredumbre ("Phymatotrichum omnivo- ..J.

En la tercera observación del anejo número 2, requisitos de las
semillas, linea tercera, donde dice: ,,"Platyedria gosypiella".», debe
decir: «"Platyedria gossypieUa".». .

COMUNIDAD AUTONOMA
DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

LEY /3//986, de 28 de noviembre, de orderuu:ión y
defensa de las carreteras del Principado.

EL PRESIDENTE DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

Sea notorio que la Junta General del Principado ha aprobado,
y yo, en nombre de Su Ml\iestad el Rey, y de acuerdo con lo
dispuesto en el aniculo 31.2 del Estatuto de Autonomía.para
Asturias, vengo en promulgar la S1Jwente de Ley de ordenacIón y
defensa de las carreteras del PrincIpado.

PREAMBULO

La Constitución Española establece en su artículo 148.1.5.° que
las Comunidades Autónomas podrán asumir competencias, entre
otras, en materia de carreteras cuyo itinerario se desarrolle fn~.
mente en el territorio de la Comunidad Autónoma. Del mIsmo
modo, la Ley Orgánica 7/1981, de 30 de diciembre, de Estatuto de
Autonom!a, atribuye en su aniculo 10.1, d), al Principado de
Asturias idéntica competencia, prescribiendo en el artículo 10.2 que
..en el ejercicio de estas competencias corresponderá al Principado

de Asturias la potestad legislativa, la potestad regIamentaria y la
función ejecutiva».

En base a 10 dispuesto en las expresadas Donnas, se abre un
marco para resolver en la región asturiana determinados problemas
planteados en la aplicación de la Iegislación de carreteras que,
concebida con un carácter general estatal, no ha dado adecuada
respuesta a sus características peculiares en sus aspectos orográficos
y geodemográficos. Tal necesidad, dejada sentir por la extinta
Diputación con anterioridad a la implañtación del SIstema autonó­
mico, produjo en su momento algunos intentos de flexibilización
de la legislación estatal para una mejor aplicación al ámbito
asturiano, pero por razón de carecer del necesario instrumento legal
no se consiguió la solución eficaz de los problemas, lográndose
solamente de manera pareial paJiar los efectos de la rígida aplica.
ción de la legislación de carreteras a Asturias.

Consagrada la autonomía en un alto grado y obtenido un techo
competencial suficiente en el tema viario, parece llegado el
momento de abordar cuestión tan tradicionalmente deseada de una
forma que responda efectivamente a las peculiares necesidades
sociales y circunstancias orográficas y demográficas.

A su finalidad propende la presente Ley que estructuralmente se
integra en cinco capítulos. seguidos de dos disposiciones adiciona­
les, una disposición derogatoria, tres disposiciones transitorias y
una disposición final.

El capítulo primero está dedicado a disposiciones ..,nerales,
consagrándose los principios generales de actuación del Principado,
tanto sobre las carreteras de su titularidad como sobre las de
titularidad municipal.

El capltulo II trata de las limitaciones, genéricas y especificas,
gue diSCIplinan el uso y conservación del dominio público viario.
Es la principal novedad que aporta el texto I~, en cuanto que
pretende una ~ación del sistema de limitaciones que sea
adecuada al medIo regional asturiano.

El capitulo III se refiere al r4imen sancionador, ll.ue habilita a
la Administración del Principado para la correCCIón por vla
adminjstrativa de las conductas que supongan una infracción al
sistema de protección de las carreteras.

El capítulo IV establece el proce<!i'!Üento de cesión, total o
parcial, de una carretera a los Ayuntaauentos respecllvos.

El capitulo V fija la distribución de competencias de los Ófllln.os
de la Administración del Principado de Asturias en el tema V1anO.

Por ú1timo,la Ley contiene, en la disposición adicional primera,
una referencia a los caminos rurales construidos por la Administra­
ción del Principado a los efectos de determinar su destino en
congruencia con sus caracterlsticas y funcionalidad.

Materialmente no se pretende recoger en este texto el contenido
de organización, gestión, ordenación y defensa de las carreteras de
titularidad del PrinciDado. Un afán de exhaustividad ni parece
necesario ni seria liicifmente posible. La presente Ley no sólo nace
con una vocación panicular de inversión en el resto del sector del
ordenacimiento jurídico que regula las carreteras, sino que necesa­
riamente ha de responder a un principio de heterointegración, en
ese sector y en. el .resto del orde~iento. ~n lioea CQn la
declaración conslltuClonal y estatutana que atnbuye al derecho
estatal carácter supletorio.

La intencionalidad de esta Ley se satisface, por tanto, al regular
las peculiaridades en el sector que corresponde a su ámbito ~ al
reunir en un único cuerpo legal los singulares aspectos de la funCIón
administrativa del Principado de Asturias en el mismo, a fin de
lograr la máxima operatividad de la ae,lministración y utilidad de
los ciudadanos en la gestión, ordenaCIón y defensa del domIIDO
público viario. objetivos diflcilmente alcanzables por vía de una
regulación con pretensiones de exhaustividad.

CAPITULO PRIMERO

D1spooido.... _erales

Articulo 1.0 1. La presente Ley tiene por objeto la ordena­
ción y defensa de las carreteras cuyo itinerario se desarrolle
íntegramente en el territorio del PrinCIpado de Asturias y que no
estén reservadas a la titularidad del Estado.

Art. 2." 1. Las carreteras de titularidad de la Comunidad
Autónoma integrarán la Red de Carreteras del Principado de
Asturias.

2. . Las carreteras comprendidas en la Red de Carreteras del
Principado de Asturias se clasificarán en regionales, comarcales y
locales.

3. Serán clasificadas como regionales aquellas carreteras cuyos
itinerarios, ya por enlazar las cabeceras de comarca entre sí o COD
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lOS limites de la Comunidad Autónoma., ya por su elevada
;ntensidad de tráfico. o por su función territorial. se estime
conveniente su inclusión en la misma.

4. Se clasificarán como comarcales las carreteras cuyos itinera­
rios enlacen entre si las principales poblaciones con las cabeceras de
comarca, bien directamente o a través de las carreteras regionales
o estatales.

S. Las carreteras no comprendidas en alguno de los apartados
anteriores tendrán la consideración de locales.

Art. 3.° La adscripción de las carreteras a cada uno de los
grupos de la red viaria se efectuará por el Consejo de Gobierno del
Principado. así como los cambios que, en su caso, procedieren y las
futuras incorporaciones de nuevas carreteras.

Art. 4.° 1. El Inventario de la Red de Carreteras del Princi·
pado de Asturias comprenderá la relación circunstanciada de las
carreteras incluidas en cada uno de los grupos a que se refiere el
anículo 2,°

2. Corresponde al Consejero competente en materia de obras
públicas la aprobación y modificación del Inventario.

Art. 5.Q 1. Todo proyecto de nueva carretera deberá incluir
las correspondientes evaluaciones de impacto.

2. El Consejo de Gobierno del Principado aprobará, a pro­
puesta del Consejero competente en materia de obras públicas. los
Planes de Conservación y Mejora de las Carreteras, en los que
también se incluirán las variantes, mejoras en el trazado, ensanches
y acondicionamientos.

3. La aprobación de los proyectos de carreteras de nueva
construcción, la realización de variantes y los de modificaciones de
las de los Planes de Conservación, implicará la declaración de
utilidad ~ublica y necesidad de ocupación, a los efectos de
expropiacIón forzosa, ocupación temporal e imposición de servi·
dumbre.

4. La información pública a que han de someten< los proyec­
tos o estudios sobre carreteras de titularidad autonómica se
efectuará a través de las oficinas de la Consejeria competente en
materia de obras publicas y anuncio en el «Boletín Oficial del
Principado de Asturias» y de la provincia, sin petjuicio del informe
que corresponde emitir a las Corporaciones Locales interesadas y
demás trámites. La al'fObación del trámite de información publica
corresponde al Consejero competente en materia de obras públicas.

Art. 6.0 1. Las carreteras de titulandad municipal se clasifi­
carán por acuerdo del Consejo de Gobierno, previo informe de la
Corporación Local respecti,va. en correspondencia con los grupos a
que se refiere el articulo 2.°, a efectos de las limitaciones derivadas
de lo establecido en la presente Ley.

2. Las actuaciones municipales en materia de construcción de
nuevas carreteras o realización de variantes del trazado de las
mismas deberá ajustane a lo previsto en el Planes Generales de
Ordenación Urbana o Normas Subsididarias de P1aneamiento de
los respectivos Concejos, o, en su defecto, llevarse a cabo con
arreglo al correspondiente procedimiento urbanístico y. en todo
caso, deberán adecuarse a lo previsto en esta Ley para cada clase
de carreteras, conforme a lo dispuesto en el apartado anterior.

CAPITULO 11

SECCiÓN PRIMERA. DE LAS UMITACIONES DE CARÁCTER
GENERAL

Art. 7. o 1. Las obras., instalaciones, edificaciones, cierres y
cualquier otra ocupación o actividad en terrenos colindantes o sitos
en el área de influencia de las carreteras de la Red del Principado
requerirán, en todo caso, expresa autorización de la Consejería
competente en materia de obras públicas, sin perjuicio de las
licencias urbanísticas y demás autorizaciones que procedieren y
salvo lo que se dispone en la sección segunda de esta capítulo.

2. Las autorizaciones a que se refiere el párrafo anterior se
entenderán siempre otorgadas sin perjuicio de terceros.

Art. 8.° El área de inlluencia de las carreteras vendrá determi­
na~ por las siguientes; Zona de dominio público, zona de
servIdumbre. zona de afección y línea de edificación.

Art. 9.0 1. La zona de dominio público comprende los
terrenos ocupados por la carretera y sus elementos funcionales y
una franja de terreno complementano de tres metros de anchura a
cada lado, medidos horizontal y perpendicularmente al eje de la
mISma, desde la arista exterior de la explanación.

2. En la zona de dominio publico no podrá realizarse edifica­
ción alguna. Tampoco podrán ejecutarse otras obras o instalacia.
nes, sin previa autorización admmistrativa de la Consejería compe­
tente en materia de obras públicas.

3. Cuando en las carreteras exista alguna parte de la zona de
dominio público que permanezca aun de propiedad privada, por no
haber sido expropiada o voluntariamente transferida, se podrá
autorizar a su titular a realizar en ella cultivos que no impidan o
dificulten la visibilidad a los vehículos o la segundad viaria y, con
las mismas condiciones, a establecer zonas ajardinadas, dejando, en
todo caso, libre la calzada y la acera o arcén.

Ar\. 10. 1. La zona de servidumbre consistirá en una franja
de terreno a cada lado de la carretera, delimitada interiormente por
la zona de dominio público y exteriormente por dos lin... paralelas
a las aristas exteriores de la te:~~da, a una distancia de ocho
metros. medidos desde las ci aristas.

2. La Adminislr8l:ión del Principado de Asturias podrá utili­
zar o autorizar la utilización de la zona de servidumbre para
cualesquiera de las finalidades previstas, al servicio de la propia
carretera, en la l~~~:c estatal de carreteras, procediendo la
correspondiente in . ión en su caso, así como la imposición
de las oportunas condiciones.

3. No se autorizarán en esta zona de servidumbre edificacio­
nes ni otras obras, sobre posibles edificios existentes, salvo de mera
conservación para mantener su destino O utilización actual. que
deberán ser debidamente autorizados. Tampoco se permitirán obra
o instalación alguna ni otros usos que resulten incompatibles con
la seguridad vial o el destino de la carretera.

Art. 11. t. La zona de afección consistirá en un franja de
terreno, a cada lado de la carretera, que se delimitarán interior­
mente por la zona de servidumbre y externamente por dos líneas
paralelas a las aistas exteriores de la explanación, a una distancia
de 30 metros, medido. desde las citadas aristas.

2. En la zona de afección la ejecución o el cambio de destino
de obras o instalaciones, lijas o provisionales, requerirá autoriza·
ción de la Consejería competente en materia de obras públicas. La
deneJll!ción habrá de ser motivada, y sólo podrá fundarse en las
preVIsiones de los planes o proyectos de ampliación o variación de
la carretera en un futuro no superior a diez años, transcurridos los
cuales sin haberse realizado las previsiones qu~ motivaron la
denegación, ante una nueva solicitud no se pod.ri denegar por la
misma razón.

3. No se podrán ejecutar, sin embargo, en la zona de afección
cODStrucciones, salvo que queden totalmente fuera de la línea de
edificación, conforme a lo que se establece en el artículo siguiente,
sin perjuiClO de 10 dispuesto para las obras de mera conservación
en el articulo 10.

Ar\. 12. 1. La línea de edificación se establece a ambos lados
de la carretera y medida desde la arista exterior de la calzada, a una
distancia de 18 metros en las carreteras regionales, de 10 metros en
las carreteras comarcales y de 8 metros en las locales.

2. A partir de la línea de edificación se podrán c~nstruir,

reconstruir o ampliar, tanto las nuevas edificaciones corno las ya
existentes. :J".

3. No obstante, en la zona de influencia de las carreteras
regionales, siempre que en los Planes Generales Municipales de
Ordenación Urbana O en las Nonnas Complementarias de Planea­
miento se configuren núcleos rurales en suelo no urbanizable, para
la determinación de la línea de edificación se estará a lo dispuesto
expresamente en dichos instrumentos de planeamiento, sin que en
ningün caso la linea de edificación se sitúe a menos de 10 metros
desde la arista exterior de la calzada.

4. Asimismo, siempre que quede garantizada la seguridad
viaria mediante la ordenación de los márgenes de las carreteras y
el adecuado control de los accesos, el Consejo de Gobierno, a
propuesta del Consejero com~tente en materia de obras públicas
y previo informe de la ComiSIón de Urbanismo de Asturias, podrá
autorizar excepcionalmente en supuestos singulares menores di~

tanclas de las señaladas en el apartado 1, cuando exista un continuo
edificatorio.

Cuando se trate de carreteras de titularidad municipal, y se
produzca el supuesto de hecho señalado en el párrafo anterior, el
órgano municipal respectivo, prantizando las condiciones seftala­
das en dicho párrafo y con el mforme favorable de la Comisión de
Urbanismo de Asturias, podrá autorizar menores distancias de las
señaladas en el punto 1.

Art. 13. l. Los cierres en la zona de dominio público sólo se
podrán autorizar en los siguientes supuestos:

a) Cuando exista un talúd de desmonte de más de un metro
de altura y :. partir de su borde exterior.

b) No existiendo talúd de desmonte superior a un metro,
cuando el cierre sea totalmente diáfano y se sobrepase un metro la
arista exterior de la explanación.

Excepcionalmente, y siempre que queden garantizdas las exi·
gencias de seguridad y visibilidad., se podrá autorizar en las
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carreteras locales el cierre en precario a panir de la arista exterior
de la explanación.

e) Cuando exista una incomunicación natural del terreno a
cerrar en la vía pública.

En todo caso deberán cumplirse las exigencias que se recogen en
el párrafo siguiente y serán de aplicación sus prohibiciones.

2. Podrán efectuarse en la zona de servidumbre cierres de seto
vivo o de fábrica, diáfanos. atendiendo a las exigencias de
visibilidad y se$uridad que han de quedar siempre ¡arantizadas, a
salvo de las limItaciones derivadas de la aplicación de la normativa
urbanística o de cualquiera otra regulaCIón sectorial. En ningún
caso serán autorizados cierres con alambre de espino, ni la
autorización de cierre supondrá la facultad de obstaculizar la
entrada ni su posible ocupación a efectos del cumplimiento de las
finalidades de servicio a la carretera.

3. La colocación de postes de sopones de tendidos de cual­
quier tipo habrán de hacerse fuera de la zona de dominio público.

Podrá autorizarse el emplazamiento dentro de la zona de
dominio público de apoyos de redes de ~a tensión en zonas
rurales, susceptibles de utilización compartida con redes de alum­
brado público, previa autorización de la Consejería competente en
materia de obras públicas con fijación de las condiciones de
seguridad y vialidad.

Si se tratase de postes para servicios eléctricos de alta tensión se
situarán, como mínimo, en la linea de edificación.

SECCiÓN SEGUNDA. DE LAS AUTORIZACIONES Y LIMITACIONES EN
CASOS SINGULARES

Art. 14. 1. Cuando se pretenda la realización de edificacio­
nes, obJllÍs o instalaciones en tramos urbanos regirá, con preferencia
a lo e~blecido en la sección anterior y en cuanto a las limitaciones
allí irtJpuestas, lo que en los planes de ordenación urbana y demás
instrumentos de planeamiento urbanístico se disponga.

2. En todo caso, las redes de conducción de agua, los sanea­
mientos y demás instalaciones o servicios no podrán discurrir bajo
la superficie de la calzada, cunetas o arcenes, ni ancJarse en estos
últimos lugares postes de sopone de tendidos eléctricos, telefónicos
o telegráficos.

Todo ello salvo los imprescindibles cruces de carreteras deriva­
das de las condiciones de los servicios anteriormente señalados, los
cuales podrán autorizarse P9r la Consejería competente en materia
de obras públicas, previa fijación de las condiciones técnicas de
ejecución y seguridad.

Art. 15. Las autorizaciones o licencias para realizar obras, en
los tramos de carreteras que tengan la condición de travesías de
población, corresponderá otorgarlas a los res~ctivos Ayuntamien­
tos, p'revio iofonne favorable sobre las condiciones de seguridad y
viabIlidad de la Consejerla titular de las competencias en materia
de obras públicas del Principado.

Art. 16. 1. Podrán ser declaradas como «De especial protec­
ciÓn» las carreteras de nueva construcción o tramos de las mismas,
en consideración al volumen de invesión, tráfico que soponen o a
la importancia de su función territorial.

2. La declaración de una carretera o tramo de la misma como
«De especial protección» será efectuada por acuerdo del Consejo de
Gobierno, previo informe de las Corporaciones municipales afecta­
das, que definirá en el mismo la línea de edificación para esa
carretera o tramo.

3. Las carreteras o tramos de carreteras «De especial protec­
ción» estarán sujetas a las siguientes limitaciones:

a) No se oodrá edificar en sus márgenes antes de la línea de
edificación incluso aunque se trate de suelo urbano y lo permitiesen
los planes de ordenación.

b) No se permitirán accesos de ningún tipo, salvo que exista
una razón de Interés social y en ese caso se cumplan las normas
mínimas que se establezcan para intersecciones y enlaces.

CAPITULO III

De las infracciones y saRdones

An. 17. La ejecución de cualquier clase de edificación, obra,
instalación, cierre, ocupación o actividad en los terrenos situados
en el área de influencia de las carreteras, sin haber obtenido
previamente la oponuna autorización, dará lugar, como medida
cautelar, a su inmediata paralización y a la incoación de oficio del
correspondiente expediente sancionador.

. Si hubiere ocupado la zona de dominio público, la Administra­
cJón podrá acordar, además, Ja inmediata reposición a su estado
primitivo.

An. 18. Si la actividad ejecutada o en ejecución fuese suscepti­
ble de autorización, conforme a las disposiciones legales, se
otorgará la licencia previa tramitación del expediente, imponién­
dose una sanción, por la inicial omisión de la misma, cuya cuantía
se graduará, conforme a las circunstancias del caso, entre 5.000 y
50.000 pesetas.

An. 19. 1. Si la actividad realizada sin licencia no fuese
susceptible de autorización, la sanción a imponer se cuantificará
entre 50.000 y 500,000 pesetas, sraduándose conforme a las
circunstancias del caso y debiendo acordar, además, la Administra­
ción la inmediata demolición de la obra ejecutada. A estos efectos,
la Administración, sin peIjuicio de hacer uso de la facultad de
ejecución subsidiaria, podrá, igualmente, a fin de lograr la ejecu·
cIón directa por el infractor, im,poner multa coercitiva, en una sola
vez o reiteradas, cuya cuantía lDdividual no excederá del 10 por
100 del presupuesto de la obra y, en su conjunto, del valor total de
la misma.

2. La multa coercitiva será independiente de las que puedan
imponerse en concepto de IaD.ción. y compatible con ellas.

An. 20. l. El procedimiento para imposición de sanciones se
ajustará a lo dispuesto en la legislación estatal.

2. Las sanCIOnes preVIstas en esta seccIón son, en tOdo caso,
independientes de la indemnización de daños y peljuicios que
procediere, cuya liquidación se practicará por la Administración y
se exigirá de conformidad con las prescripciones legales.

CAPITULO IV

De la <OIlón total o parcial de alguna aorretera a los Ayuntamientos

Art. 21. Las carreteras del Principado incluidas en la Red
Local podrán ser cedidas en su integridad al Ayuntamiento
respectivo, cumpliéndose los siguientes requisitos:

a) Aceptación mediante acuerdo del órgano municipal compe·
tente, adoptado con los requisitos exigidos por la legislación local.

b) Aprobación de la cesión por el Consejo de Gobierno del
Principado de Asturias.

~. 22. ~on Jos requisitos esta~Jecidos en el artículo anterior,
tambIen podran ser objeto de ceSIón los tramos urbanos o las
~ave~ías de población, comprendidos en carreteras del Principado
InclUidaS en las Rede~ Local! Comarcal o Regional, siempre que la
carretera correspondiente disponga de una variante o itinerario
alternativo al tramo cedido.

CAPITULO V

De las competencias de los óraaROS de la Administra.ción del
Principado de Asturias

An. 23. Corresponde al Consejo de Gobierno del Principado:

a) La aprobación de los Planes de Conservación y Mejora de
Carreteras del Principado.

b) Coordinar la actividad de las distintas Consejerías, en
cuanto pueda afectar al orden viario.

e) La imposición de sanciones, por infracción de la legislación
sobre carreteras autonómicas, cuando de cuantía sobrepase las
250.000 pesetas.

d) Ejercer, en el ámbito de esta Ley, las funciones que la
legislación estatal de carreteras atribuye al Consejo de Ministros.

e) Cuantas facultades o competencias le vienen atribuidas en
esta Ley o en la legislación autonómica, en relación a aquélla.

Art. 24. Corresponde al Consejero competente en materia de
obras públicas, conforme a la estruetura or¡ánica y funcional de la
Administración del Principado de Asturias:

a) Elaborar los Planes de Conservación y Mejora de Carreteras
del Principado que hayan de ser sometidas al Consejo de Gobierno
para su aprobación.

b) La imposición de sanciones cuya cuantía no exceda de
250.000 pesetas, por infracciones tipificadas en la presente Ley o en
relación a carreteras comprendidas en la misma, si resultase
atribuida al Principado y, en todo caso, de multas coercitivas
cualquiera que sea la cuantía.
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e) Ejercer las funcio~s.que la le~s~ci6n estatal de C~lIT~teras­
atribuye al Gobernador CIV11 o al Mimstro de Obras PublICaS y
correspondan ahora al Principado de Asturias.

d) La aprobación de estudios, anteproyectos y proyectos
referentes a carreteras incluidas en los planes regionales, o en vistas
a su inclusión.

e) La administración y gestión, en relación a las carreteras de
titularidad autonómica.

t) Cuantas facultades o competencias le vienen atribuidas en
esta Ley o en la legislación autonómica, en el ámbito a Que esta Ley
se contrae, así como las generales de inspección y vigilancia y las
Que, en el mismo ámbito, correspondan al Principado de Asturias
y no vengan atribuidas al Consejo de Gobierno.

DlSPOSICIO~ADICIONALES

Primera.-l. Tendrán la consideración de caminos rurales las
vias de comunicación que de modo prioritario cubran las necesida­
des de tráfico generado en las áreas rurales, bien dando servicio a
núcleos de población o a los predios agrícolas o forestales.

2. Los caminos rurales construidos por la Administración del
Principado que J?Of sus características y funcionalidad reúnan las
condiciones técnicas para ser clasificados en algunos de los grupos
a que se refiere el artículo 2.0 de la presente Ley, serán incluidos en
la Red de Carreteras del Principado, por acuerdo del Consejo de
Gobierno a propuesta del titular de la Consejería competente en
materia de obras públicas.

3. Los demás caminos rurales construidos por dicha Adminis­
tración serán cedidos a los Concejos por cuyo término discurra el
trazado de los mismos.

4. En tanto no se produzca la transferencia a los Concejos o
la inte$f.8ción en la Red del Principado, los caminos rurales
construidos por la Comunidad Autónoma estarán afectados por el
régimen de limitaciones establecido en la presente Ley para las
can-eteras locales.

Segunda.-Las cuantías de las sanciones a que se refiere la
presente Ley podrán ser revisadas por Decreto del Consejo de
Gobierno, en atención a la evolución de Ja coyuntura económica.

COMUNIDAD AUTONOMA
VALENCIANA

LEY 6/1986, de 15 de diciembre. de Arrendamientos
Históricos Valencianos.

Sea notorio y manifiesto a todos Jos ciudadanos que las Canes
Valencianas han aprobado y yo, de acuerdo con lo establecido por
la Constitución y el Estatuto de Autonomía, en nombre del Rey.
promulgo la siguiente Ley:

PREAMBULO

No hay noticia exacta de Jo que aconteció en el antiguo Reino
de Valencia durante el siglo XCVIU en el tema de la adaptación al
Derecho castellano de una serie de Instituciones que venían siendo
regidas, desde cinco siglos antes, por el desaparecido Derecho
Foral, borrado de golpe, al menos sobre el papel, por los Decretos
de nueva planta. En parte, por carecer de estudios sobre colecciones
de sentencias de la Real Audiencia y sobre Protocolos notariales.
En parte, también. por eJ sistema de fundamentación de las
sentencias durante el antiguo régimen.

No obstante lo anterior, consuetudinariamente y en la práctica
habitual y cotidiana quedaron al menos vestigios o retazos del
antiguo régimen foral. en buena medida amparados por el sistema
de libenad de pactos y de fonnas que históricamente ha caracteri·
zado el Derecho castellano.

En este sentido hay que hacer notar que el ilustre PolíF8fo don
Gregario Mayans y Ciscar se quejaba. bien entrado el siglo XVIII,
de la carencia en la Real Audiencia de Valencia de Oidores expertos
en el Derecho Foral Valenciano.

El sistema de cultivo de la tierra, apoyado en un específico
~ontrato que parece pertenecer al género, ciertamente indefinido e
Impreciso, de los arrendamientos (la «1ocatio..conductio» de los
roma!10s), llama la atención, ya bien entrado eJ siglo XIX, de un
estudioso como Joaquín Costa, que se refiere a él como un caso de
«colectivi~moagrari())t y lo incorpora, bajo texto de un estudioso
local (Sonano), al volumen colectivo «Derecho consuetudinario y
Economia popular de España». No se pronuncia este ilustre autor

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Primera.-En tanto no se aprueben las nonnas minimas a las Que
se alude en el articulo 16 de esta Ley, serán aplicables las normas
mínimas para el Proyecto de Intersecciones y Enlaces deJ Ministe-
rio de Obras Públicas y Urbanismo. .

Scgunda.-Las disposiciones de la presente Ley serán de aplica.
ción a los procedimientos que se encuenttan en trámIte en el
momento de su entrada en vliOr, salvo que resultaren restrictivas
de los derechos del administrado.

Tercera.-En tanto no se lleve a efecto la clasificación a que se
refiere el articulo 2.2, regirá parat~ las carrete"!' de la Red del
Principado, en lo que respecta a la bnea de edificacIón, la distanCia
establecida para las carreteras de la Red Regiogna1.

DISPOS[CION DEROGATORIA

Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior
rango se opongan a la presente Ley.

DISPOSICION FINAL

El Consejo de Gobierno del Principado I""!!"á dictar las disposi·
ciones reglamentarias oponunas, en ejerciCIO de la potestad que le
corresponde por 10 dispuesto en eJ artículo 33.1 del Estatuto de
Autonomía.

Por tanto, ordeno a todos los ciudadanos a Quienes sea de
aplicación esta Ley coadyuven a su cumplimiento, así como a todos
los Tribunales y autoridades que la guarden y la hagan guardar.

Oviedo. 28 de noviembre de 1986.

PEDRO DE SILVA CIENRJEOOSoJOVELLANOS,
Presidente del PriIlciJ*lo de Asturias

(PublIcada en e{IIBolet(n Oficial rkl Principado rk Asturias» y di la prOllincia número 288.
de 11 tk diciembre de 1986)

ni sobre eJ origen de este contrato ni sobre la integridad de su
contenido. Se limita a subrayar algunas peculiaridades y a poner de
relieve su especialidad en relación con los tipos contenidos en las
Leyes del Derecho Común vigente en aquel tiempo.

Como costumbre ampliamente difUndida y practicada en la
vega de Valencia estudia este tipo contractual Monfone Báguena en
una tesis doctoral que ve la luz a ~cipios de siglo. Después de
la guerra civil, Gamdo Juan da nOllcias del contrato valen'l"'no de
arrendamiento rústico y cree encontrar los orígenes de hr Institu-
ción en el Derecho foral. :;'

No cabe duda que en la actualidad la competencia para legislar
sobre arrendamientos rústicos deriva, fundamentalmente, del
articulo 149.[, regla octava, de la Constitución, en la que se
establece. como excepción al principio de competencia exclusiva
del Estado en materia de legislación civil. que corresponde a las
Comunidades Autónomas «la conservación, modificación y desa­
rrollo de los derechos civiles, forales o especiales allí donde
existan».

Aprobada la Ley de Arrendamientos Rústicos por el Pleno del
Congreso, según publicación deJ «Boletín Oficial de las Cortes
Gen_ de fecba 31 de diciembre de 1980, serie A, número 28-IV.
en la discusión sobre la disposición transitoria primera se fijo
por pane de los diversos grupos parlamentarios la necesidad de una
regulación especifica para los arrendamientos objeto de .esta ,Ley.

Dicho proyecto de Ley fue presentado, enmendado, dlSCUlldo y
dictaminado el texto en ponencia y editado, para su discusión en
pleno, en el «lloletín Oficial de las Cortes Generales» con fecha de
13 de mayo de 1982, número [34-11.1, de 29 de mayo de I 985. La
disolución de las Cortes Generales en agosto de [982 dejÓ conge·
lado, entre otros, este proyecto, que Jas Cortes Valencianas abordan
hoy.

Promulgado el Estatuto de Autonomía de la Comunidad
Valenciana por Ley Orgánica 5/1982, de 1 de julio, su articulo 31.2
atibuye a la Generalitat Valenciana la competencia exclusiva p~~
la «conservación. modificación y desarrollo del Derecho Ctvtl
Valenciano».

Esta competencia queda reforzada por preceptos como los
contenidos en la dispoSición adicional primera de la Ley 83/J 980.
de 31 de diciembre, sobre arrendamientos rústicos. que ext'~­
mente establece la aplicación preferente de Jos Derechos CIVIles.,
eSJ?Cciales o forales, en todos los territorios del Estado donde
eXistan normas peculiares al respecto, así como la conservación.



COMUNIDAD AUTONOMA 
DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS 

10520 LEY 7/1997, də 31 də diciəmbrə, də Mədidas 
Prəsupuəstarias, Administrativas y Fiscaləs. 

EE PRESIDENTE DEE PRINCIPADO DE ASTURIAS 

Sea notorio que la Junta General del Principado de 
Asturias ha aprobado y yo, en nombre de su Majestad 
el Rey, y de acuerdo con 10 dispuesto en el articulo 31.2 
del Estatuto de Autonomia para Asturias, vengo a pro­
mulgar la siguiente Ley de Medidas Presupuestarias, 
Administrativas y Fiscales. 

PREAMBULO 

La presente Ley incluye un conjunto de medidas refe­
ridas a distintos campos en que se desenvuelve la acti­
vidad del Principado de Asturias, cuya finalidad es con­
tribuir a la mejor y mas efectiva consecuci6n de los obje­
tivos de la politica econ6mica del Consejo de Gobierno 
que se contienen en la Ley de Presupuestos Generales 
del Principado de Asturias para 1998. Para ello se intro­
ducen distintas modificaciones en el Ordenamiento juri­
dico del Principado, que no podrian realizarse a traves 
de la norma presupuestaria, dadas las limitaciones mate­
riales de la misma, puestas de manifiesto por el Tribunal 
Constitucional en su labor de interprete sumo de la 
Constituci6n. 

En conformidad con dicha voluntad legisladora, las 
modificaciones normativas que se lIevan a cabo son las 
siguientes: 

Se modifica la Ley 6/1986, de 31 de mayo, de Regi­
men Econ6mico y Presupuestario del Principado de Astu­
rias, por los siguientes motivos: 

1. En primer lugar se trata de establecer una nueva 
regulaci6n de la emisi6n de la de uda publica y de las 
operaciones de endeudamiento a largo plazo del Prin­
cipado de Asturias, incorporando al texto legal una serie 
de previsiones con objeto de posibilitar la obtenci6n de 
un mejor coste 0 una mejor distribuci6n de la carga 
financiera 0 prevenir los posibles efectos negativos deri­
vados de las fluctuaciones en las condiciones de mer­
cado; todo ello, referido a las citadas operaciones finan­
cieras. 

2. Se ailade a la Ley un nuevo capitulo, que tipifica 
y sanciona las conductas contrarias ala legalidad vigente 
en materia de subvenciones y ayudas publicas. En este 
caso, se persigue adaptar el regimen sancionador en 
esta materia al principio de legalidad establecido en el 
articulo 25.1 de la Constituci6n y desarrollado en el ar­
ticulo 129.1 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, 
de Regimen Juridico de la Administraci6n del Estado 
y del Procedimiento Administrativo Comun. 

3. Con el objeto de aclarar la normativa de apli­
caci6n en 10 relativo al ejercicio de la funci6n interven­
tora, y a la imputaci6n de obligaciones a los creditos 
del ejercicio, se da una nueva redacci6n a los articulos 
59 y 34 que busca adaptar nuestras disposiciones en 
esta materia a las correspondientes de la Administraci6n 
del Estado, con la finalidad de racionalizar y flexibilizar 
el control interventor sin por ello perder eficacia en el 
mismo. 

4. Con el prop6sito de adaptar la estructura del Sec­
tor Publico del Principado a la de la Ley 6/1997, de 

14 de abril, de Organizaci6n y Funcionamiento de la 
Administraci6n General del Estado, 10 cual parece ade­
cuado si consideramos que nuestra normativa es extre­
madamente heterogenea y descoordinada, se propone 
la modificaci6n del articulo 4 de la Ley 6/1986, de 31 
de mayo, de Regimen Econ6mico y Presupuestario del 
Principado de Asturias. La finalidad de esta modificaci6n 
es puramente tecnica, no solamente con el objeto de 
introducir racionalidad en la estructura del Sector Publi­
co, sino tambien buscando la adecuaci6n de los dife­
rentes organismos y entes a la figura juridica que les 
resulte mas adecuada, sin forzar en ningun caso la volun­
tad inicial del legislador en cuanto a los prop6sitos y 
finalidades de los mismos. 

5. La redacci6n actual de la Ley 6/1986 permite 
el recurso al endeudamiento de los organismos aut6-
nomos mediante la emisi6n de activos pero no, para­
d6jicamente, a traves del recurso a la formalizaci6n de 
prestamos. Como quiera que en la practica 10 que en 
algunas circunstancias resulta necesario es poder 
recurrir a financiaciones a corto plazo, por razones de 
tesoreria, 0, excepcionalmente, a creditos a largo plazo, 
se introduce esta posibilidad en la Ley 6/1986; bien 
entendido que este recurso en el contexto presupues­
tario actual, y considerando que la deuda de los orga­
nismos aut6nomos es consolidable, no supone una 
extensi6n de la capacidad de endeudamiento del Prin­
cipado, que se ciile a los acuerdos en la materia. 

6. En otro orden de cosas, en materia presupues­
taria se plantea la conveniencia de homogeneizar nuestra 
normativa con la normativa estatal existente. Es por ello 
que en la presente Ley se aborda una modificaci6n del 
articulo 24 de la Ley 6/1986, don de se contiene la for­
mulaci6n del principio de presupuesto bruto, ailadiendo 
como una de las excepciones al mismo el reembolso 
del coste de los avales aportados por los contribuyentes 
para obtener la suspensi6n de las deudas tributarias 
impugnadas, en consonancia con la modificaci6n pro­
ducida en el articulo 58 del Texto Refundido de la Ley 
General Presupuestaria por la Ley 13/1996, de 30 de 
diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas y de 
Orden Social. 

Se establecen modificaciones puntuales tanto de la 
Ley 3/1995, de 15 de marzo, de sanciones en materia 
de vivienda, como de la Ley 13/1986, de 28 de noviem­
bre, de Ordenaci6n y Defensa de las Carreteras del Prin­
cipado de Asturias; referidas en ambos casos a sus res­
pectivos regimenes sancionadores y con objeto de con­
seguir un mas correcto ejercicio de la potestad sancio­
nadora por parte de la Administraci6n del Principado 
de Asturias. 

Con el fin de agilizar el pago de las ayudas a personas 
que se encuentren en situaciones de extrema y reco­
nocida necesidad, se da una nueva redacci6n al articulo 
10 de la Ley 5/1987, de 5 de abril, de Servicios Sociales 
de la Comunidad Aut6noma del Principado de Asturias. 

Las estadisticas publicas son un servicio publico, un 
medio para poner a disposici6n de la sociedad infor­
maci6n suficiente sobre el estado de su realidad, su pasa­
do y sus tendencias futuras 0, de otra forma, un ins­
trumento imprescindible para lograr un conocimiento 
objetivo de la realidad econ6mica, social y demografica 
sobre la que se pretende incidir y, por 10 tanto, requisito 
necesario para una adecuada toma de decisiones y una 
posterior evaluaci6n de la incidencia real de esas deci­
siones. En el caso concreto de la Administraci6n Publica, 
el conocimiento que proporciona la informaci6n esta­
distica no s610 resulta necesario para las tareas de gobier­
no, sino que adquiere singular relevancia por ser funci6n 
primordial de la Administraci6n el actuar sobre diversos 
aspectos de la vida econ6mica y social, atendiendo para 
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Artfculo 3. Modificaciôn de la Ley 3/1995, de 15 de 
marzo, de sanciones en materia de vivienda. 

Los artfculos 5 y 6 de la Ley 3/1995, de 15 de marzo, 
de sanciones en materia de vivienda, quedan redactados 
del siguiente modo: 

«Artfculo 5. 

Se introduce un nuevo parrafo h) con el 
siguiente texto: 

h) La prestaci6n definitiva de suministro de 
agua, gas 0 electricidad sin haber obtenido la vivien­
da previamente la cedula de habitabilidad 0 de ca ii­
ficaci6n definitiva, en el caso de vivienda de pro­
tecci6n oficial, en los terminos previstos en la nor­
mativa vigente en la materia, siendo responsables 
las empresas suministradoras. 

Artfculo 6. 

Se introduce un nuevo parrafo j) con el siguiente 
texto: 

j) EI incumplimiento por razones imputables al 
beneficiario de las obligaciones asumidas como 
consecuencia de la concesi6n de cualquier subven­
ci6n 0 ayuda publica en materia de vivienda.» 

Artfculo 4. Modificaciôn de la Ley 13/1986, de 28 
de noviembre, de Ordenaciôn y Defensa de las carre-­
teras del Principado de Asturias. 

Uno. EI artfculo 20.1 de la Ley 13/1986, de 28 
de noviembre, de Ordenaci6n y Defensa de las Carreteras 
del Principado de Asturias queda redactado del siguiente 
modo: 

«Artfculo 20. 

1. EI procedimiento para la imposici6n de san­
ciones y los criterios de graduaci6n de la gravedad 
de la infracci6n se ajustaran con caracter supletorio 
a 10 dispuesto en la legislaci6n estatal.» 

Dos. Se anade un tercer apartado al artfculo 20 de 
la Ley 13/1986, de 28 de noviembre, de Ordenaci6n 
y Defensa de las Carreteras del Principado de Asturias: 

«Artfculo 20.3. Si el imputado reconoce su res­
ponsabilidad 0 procede al pago voluntario, con 
anterioridad al comienzo del plazo previsto al dictar 
la resoluci6n que pone fin al procedimiento, se 
podra aplicar una reducci6n del 25 por 100 sobre 
el importe de la sanci6n pecuniaria propuesta.» 

Artfculo 5. Modificaciôn de la Ley 5/1987, 5 de abril, 
de Servicios Sociales de la Comunidad Autônoma del 
Principado de Asturias. 

EI artfculo 10 de la Ley 5/1987, de 5 de abril, de 
Servicios Sociales de la Comunidad Aut6noma del Prin­
cipado de Asturias, queda redactado del siguiente modo: 

«Como complemento del contenido especffico 
de los servicios sociales, mediante resoluci6n del 
Consejero de Servicios Sociales a propuesta de las 
correspondientes comisiones de valoraci6n, podran 
concederse, con caracter excepcional, a las per­
sonas que se encuentren en situaciones de extrema 
necesidad prestaciones econ6micas de caracter 
peri6dico y no peri6dico.» 

Artfculo 6. De la creac/on del Servicio Asturiano de 
Estadfstica e Informaciôn. 

Uno. Se autoriza al Consejo de Gobierno a la crea­
ci6n de un organismo publico con el fin de ejercer las 
competencias legalmente atribuidas al Principado de 
Asturias en materia estadfstica. 

Dos. EI organismo creado regulara la actividad esta­
dfstica publica que se realice en el Principado para fines 
no estatales, y la organizaci6n de los servicios estadfs­
ticos de la Administraci6n del Principado de Asturias 
y sus relaciones y colaboraci6n con los 6rganos esta­
dfsticos de otras Administraciones publicas. 

Tres. Los objetivos basicos del organismo seran: 

a) Constituir y mantener un sistema estadfstico pro­
pio del Principado de Asturias. 

b) Organizar, coordinar e impulsar la actividad de 
los diferentes 6rganos que, en el ambito del Principado 
de Asturias, constituyan su sistema estadfstico. 

c) Integrar y homogeneizar la actividad estadfstica 
regional con la de otros 6rganos estadfsticos de ambito 
regional, estatal e internacional. 

Artfculo 7. Modificaciôn de la Ley 8/1988, de 13 de 
diciembre, por la que se autoriza la modificaciôn de 
los Estatutos de la Fundaciôn PıJblica Centro Regional 
de Bel/as Artes y se crea el organismo autônomo 
Orquesta Sinfônica del Principado de Asturias. 

Los numeros 1, 3, y 4 del artfculo 4 de la Ley 8/1988, 
de 13 de diciembre, por la que se autoriza la modificaci6n 
de los estatutos de la Fundaci6n Pılblica Centro Regional 
de Bellas Artes y se crea el organismo aut6nomo Orques­
ta Sinf6nica del Principado de Asturias, quedan redac­
tados del siguiente modo: 

«1. Son 6rganos de gobierno y administraci6n 
del centro: 

La Presidencia. 
La Junta de Gobierno. 
EI Director.» 

«3. La Junta de Gobierno se integrara por el 
Presidente; el Vicepresidente; nueve Vocales, seis 
designados por la Comunidad Aut6noma y tres por 
el Ayuntamiento de Oviedo; un representante de 
la Consejerfa de Economfa y el Director, que ejer­
cera las funciones de Secretario de la Junta con 
voz y sin voto. 

Competera a la Junta aprobar los planes de acti­
vidades del centro, sefialar las directrices generales 
de actuaci6n, aprobar el proyecto de presupuesto 
anual previa conformidad del Ayuntamiento de 
Oviedo, visar la cuenta general del presupuesto y 
de administraci6n del patrimonio para su aproba­
ci6n por la Comunidad Aut6noma, aprobar el inven­
tario de bienes del Centro, nombrar y separar al 
Director, proponer a la Comunidad Aut6noma la 
aprobaci6n y modificaci6n de la plantilla de per­
sonal del centro y acordar el ejercicio de las accio­
nes pertinentes en defensa de los intereses del 
mısmo.» 

«4. Correspondera al Director la direcci6n 
administrativa del centro, ostentando la Jefatura 
del personal del mismo, ordenar los pagos y eje­
cutar los acuerdos de la Junta de Gobierno y las 
resoluciones de su Presidente, asf como cuantas 
funciones le sean delegadas.» 
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d) Emitir informe, cuando se solicite por los órganos
competentes, en relación con los proyectos normativos
en materia de Administración periférica del Estado.

e) Establecer los cauces de información en relación
con las actuaciones y proyectos a desarrollar por los
Departamentos ministeriales y sus Organismos públicos,
en el ámbito de la Administración periférica del Estado.

f) Cuantas funciones sean necesarias para lograr el
objetivo general de coordinación de la Administración
periférica del Estado.

Artículo 5. Funcionamiento.

1. La Comisión interministerial de coordinación de
la Administración periférica del Estado se reunirá, al
menos, cada seis meses y, en todo caso, cuando lo esti-
me necesario su Presidente.

2. En lo no previsto por el presente Real Decreto,
la Comisión interministerial de coordinación de la Admi-
nistración periférica del Estado ajustará su funcionamien-
to a las normas generales de actuación de los órganos
colegiados dispuestas en el capítulo II del Título II de
la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurí-
dico de las Administraciones Públicas y del Procedimien-
to Administrativo Común.

Disposición adicional única. Gastos de funcionamiento.

La constitución y funcionamiento de la Comisión inter-
ministerial de coordinación de la Administración peri-
férica del Estado no supondrá un incremento del gasto
público.

Disposición final primera. Aplicabilidad de la
Ley 6/1997, de 14 de abril.

Las funciones de la Comisión regulada en el presente
Real Decreto, se entenderán sin perjuicio de lo dispuesto
en el capítulo II del Título II de la Ley 6/1997, de 14 de
abril, de Organización y Funcionamiento de la Adminis-
tración General del Estado, especialmente en los ar-
tículos 22, 33, 34 y 35 de dicha Ley y en sus normas
de desarrollo.

Disposición final segunda. Entrada en vigor.

El presente Real Decreto entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dado en Madrid, a 31 de enero de 2003.
JUAN CARLOS R.

El Ministro de Administraciones Públicas,
JAVIER ARENAS BOCANEGRA

COMUNIDAD AUTÓNOMA
DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

2905 LEY 15/2002, de 27 de diciembre, de Medidas
Presupuestarias, Administrativas y Fiscales.

EL PRESIDENTE DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

Sea notorio que la Junta General del Principado de
Asturias ha aprobado, y yo en nombre de Su Majestad
el Rey, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 31.2
del Estatuto de Autonomía del Principado de Asturias,
vengo a promulgar la siguiente Ley de Medidas Presu-
puestarias, Administrativas y Fiscales.

PREÁMBULO

La mejor y más eficaz ejecución del programa eco-
nómico contenido en la Ley de presupuestos generales
del Principado de Asturias para 2003 exige la adopción
de diversas medidas normativas que afectan a los dis-
tintos ámbitos en que aquél se desarrolla y cuya efec-
tividad ha de ser simultánea a la entrada en vigor de
la norma presupuestaria. Tal es la finalidad de la presente
ley, que se estructura, al igual que en años precedentes,
en tres grandes bloques configurados como títulos y
relativos, respectivamente, a los ámbitos presupuestario,
administrativo y fiscal.

En el primero de tales títulos, «Medidas presupues-
tarias», se realizan determinadas modificaciones de
carácter técnico consecuencia del escenario presupues-
tario impuesto por la Ley 18/2001, de 12 de diciembre,
general de estabilidad presupuestaria, entre las que cabe
destacar la preceptiva autorización del Consejero com-
petente en materia económica y presupuestaria para la
concertación de operaciones de endeudamiento por las
empresas y entes públicos encuadrados en el sector
Administraciones Públicas por la normativa comunitaria.
Asimismo, se añade un apartado 4 a la disposición adi-
cional primera por el que se impone a la Universidad
de Oviedo la obligación de dar cuenta trimestralmente
a la Consejería competente en materia económica y pre-
supuestaria de la situación de la deuda viva a finales
de cada trimestre.

En el título II, bajo la rúbrica de «Medidas adminis-
trativas», se acometen diversas modificaciones en la nor-
mativa autonómica reguladora de los distintos ámbitos
en que la acción administrativa se desarrolla.

En primer lugar y con el propósito de condicionar
a la preceptiva autorización del Consejo de Gobierno
la celebración de contratos cuando hayan de compro-
meterse créditos de futuros ejercicios presupuestarios
con independencia de cual sea la duración del contrato,
se acometen sendas modificaciones en las leyes
6/1984, de 5 de julio, del Presidente y del Consejo de
Gobierno del Principado de Asturias, y 2/1995, de 13
de marzo, sobre régimen jurídico de la Administración
del Principado de Asturias.

La Ley 3/1985, de 26 de diciembre, de ordenación
de la función pública de la Administración del Principado
de Asturias, resulta modificada por un lado al añadirse
un artículo 41 bis con la finalidad de establecer en favor
de las personas con minusvalía un cupo mínimo en la
oferta de empleo público de la Administración regional
y por otro al añadirse una disposición adicional quinta
bis por la que se crean determinadas escalas de fun-
cionarios.

De la Ley 13/1986, de 28 de noviembre, de orde-
nación y defensa de las carreteras del Principado, se
modifican varios preceptos relativos a su régimen san-
cionador con el propósito de actualizar las cuantías de
las sanciones; asimismo, se establecen las distancias que
delimitan las diferentes zonas de los espacios colindan-
tes con las carreteras de titularidad del Principado de
Asturias que, por sus características técnicas, tengan
la consideración de autopistas, autovías y vías rápidas.

En la Ley 1/1991, de 21 de febrero, de patrimonio
del Principado de Asturias, se modifican diversos pre-
ceptos con el propósito de actualizar las cantidades que
delimitan la competencia para acordar la explotación
de los bienes patrimoniales de la Comunidad Autónoma.

Con el objeto de obtener una gestión sostenible de
los recursos de marisqueo, se modifica la Ley 2/1993,
de 29 de octubre, de pesca marítima en aguas interiores
y aprovechamiento de recursos marinos, de manera que
reglamentariamente se pueda regular la explotación
racional y eficaz de dichos recursos mediante el empleo
de técnicas submarinas. Asimismo, se amplía la relación
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pectoras de apoyo, gestión y colaboración con los
inspectores de prestaciones sanitarias y tendrán
la consideración de agentes de autoridad en el
desempeño de sus cometidos. Para el acceso a
esta escala se requerirá estar en posesión de título
de Ayudante Técnico Sanitario-Diplomado Univer-
sitario en Enfermería.

Se integrarán en la Escala de Subinspectores
de Prestaciones Sanitarias los funcionarios proce-
dentes de las transferencias asumidas en virtud del
Real Decreto 1471/2001, de 27 de diciembre,
sobre traspaso al Principado de Asturias de las fun-
ciones y servicios del Instituto Nacional de la Salud,
que pertenecían a la Escala de Enfermeros Subins-
pectores de la Administración de la Seguridad
Social.

3. Dentro del Cuerpo de Diplomados y Técni-
cos Medios se crea la Escala de Inspección Turística
con las funciones de asesoramiento, inspección y
control de actividades y actuaciones en materia
turística. Para el acceso a esta escala se requerirá
estar en posesión de titulación universitaria de gra-
do medio.

4. Dentro del Cuerpo de Técnicos Auxiliares
se crea la Escala de Guardas del Medio Natural
con las funciones de vigilancia, policía, custodia
y protección de los bienes forestales, cinegéticos,
piscícolas y de los recursos naturales, así como
de aquellas otras que tendentes al mismo fin les
asigne el ordenamiento. Información, inspección y
control en materia de calidad de las aguas y eva-
luación del impacto ambiental. Cualquier otra fun-
ción de carácter medioambiental que sea compe-
tencia de la Administración del Principado de Astu-
rias, acorde con su capacitación y cualificación pro-
fesional. Los funcionarios pertenecientes a esta
escala tendrán la consideración de agentes de la
autoridad en el ejercicio de sus funciones.

Para el acceso a esta escala se requerirá estar
en posesión del título de Técnico Superior en Ges-
tión y Organización de los Recursos Naturales y
Paisajísticos.

La Administración del Principado de Asturias ini-
ciará un procedimiento específico de promoción
que se realizará en dos ediciones, a los efectos
de que los funcionarios de la Escala de Guarda
Rural del Cuerpo de Oficios Especiales, pertene-
cientes al Grupo D, puedan acceder a la Escala
de Guardas del Medio Natural del Cuerpo de Téc-
nicos Auxiliares. Los funcionarios que, en virtud de
ello, accedan a la nueva escala continuarán ads-
critos a los puestos de trabajo que vinieran desem-
peñando con carácter definitivo, a cuyo efecto se
procederá a la correspondiente modificación de la
relación de puestos de trabajo.

Los funcionarios de la citada Escala de Guarda
Rural del Cuerpo de Oficios Especiales, pertene-
cientes al Grupo D, podrán igualmente participar
en los procesos de promoción a este cuerpo siem-
pre que se hallen en posesión del título de Bachiller,
Formación Profesional de segundo grado o equi-
valente o acrediten una antigüedad de diez o más
años en la Escala de Guarda Rural de la Adminis-
tración del Principado de Asturias, o bien acrediten
poseer una antigüedad de entre cinco y diez años
en la citada escala y superen el curso específico
de formación que a tal efecto se determine por
esta Administración.

Se establece un período transitorio de tres años
a partir de la entrada en vigor de esta ley para
participar en las pruebas selectivas que pudieran
celebrarse, a las que podrán concurrir los aspirantes
que se hallen en posesión del título de Bachiller
o Formación Profesional de segundo grado.»

Artículo 4. Modificaciones de la Ley 13/1986, de 28
de noviembre, de ordenación y defensa de las carre-
teras del Principado.

Uno. Se modifica el artículo 18, que queda redac-
tado:

«Si la actividad ejecutada o en ejecución fuese
susceptible de autorización conforme a las dispo-
siciones legales, se otorgará la licencia, previa tra-
mitación del expediente, imponiéndole una san-
ción, por la inicial omisión de la misma, cuya cuantía
se graduará, conforme a las circunstancias del caso,
entre cien (100) y seiscientos (600) euros.»

Dos. Se modifica el apartado 1 del artículo 19 en
el siguiente sentido:

«Si la actividad realizada sin licencia no fuese
susceptible de autorización, la sanción a imponer
se cuantificará entre 601 y 6.000 euros, graduán-
dose conforme a las circunstancias del caso y
debiendo acordar además la Administración la
inmediata demolición de la obra ejecutada. A estos
efectos, la Administración, sin perjuicio de hacer
uso de la facultad de ejecución subsidiaria, podrá,
igualmente, a fin de lograr la ejecución directa por
el infractor, imponer multa coercitiva, en una sola
vez o reiteradas, cuya cuantía individual no exce-
derá del diez por ciento (10 %) del presupuesto
de la obra y, en su conjunto, del valor total de
la misma.»

Tres. Se modifica el artículo 23, que queda redac-
tado:

«Corresponde al Consejo de Gobierno del Prin-
cipado:

a) La aprobación de los planes de conservación
y mejora de carreteras del Principado.

b) Coordinar la actividad de las distintas con-
sejerías, en cuanto pueda afectar al orden viario.

c) La imposición de sanciones, por infracción
de la legislación sobre carreteras autonómicas,
cuando la cuantía sobrepase los tres mil (3.000)
euros.

d) Ejercer, en el ámbito de esta ley, las fun-
ciones que la legislación estatal de carreteras atri-
buye al Consejo de Ministros.

e) Cuantas facultades o competencias le vie-
nen atribuidas en esta ley o en la legislación auto-
nómica, en relación a aquélla.»

Cuatro. Se modifica el artículo 24 en el siguiente
sentido:

«Corresponde al Consejero competente en mate-
ria de obras públicas, conforme a la estructura orgá-
nica y funcional de la Administración del Principado
de Asturias:

a) Elaborar los planes de conservación y mejora
de carreteras del Principado que hayan de ser some-
tidos al Consejo de Gobierno para su aprobación.

b) La imposición de sanciones, cuya cuantía
no exceda de tres mil (3.000) euros, por infracción
de la legislación sobre carreteras autonómicas y,
en todo caso, la imposición de multas coercitivas
cualquiera que sea su cuantía.

c) Ejercer las funciones que la legislación esta-
tal de carreteras atribuye al Gobernador Civil o al
Ministro de Obras Públicas y correspondan ahora
al Principado de Asturias.
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d) La aprobación de estudios, anteproyectos y
proyectos referentes a carreteras incluidas en los
planes regionales, o en vistas a su inclusión.

e) La administración y gestión, en relación con
las carreteras de titularidad autonómica.

f) Cuantas facultades o competencias le vienen
atribuidas en esta ley o en la legislación autonó-
mica, en el ámbito a que esta ley se contrae, así
como las generales de inspección y vigilancia y
las que, en el mismo ámbito, correspondan al Prin-
cipado de Asturias y no vengan atribuidas al Con-
sejo de Gobierno.»

Cinco. Se añade una disposición adicional tercera,
que queda redactada:

«Sin perjuicio de lo dispuesto en la sección pri-
mera del capítulo segundo de esta ley, las zonas
de dominio público, servidumbre y afección, así
como la línea de edificación de las carreteras de
titularidad del Principado de Asturias que por sus
características técnicas tengan la categoría de auto-
pistas, autovías o vías rápidas se extenderán a las
siguientes distancias:

Zona de dominio público: 8 metros.
Zona de servidumbre: 25 metros.
Zona de afección: 100 metros.
Línea de edificación: 50 metros.»

Artículo 5. Modificaciones de la Ley 1/1991, de 21
de febrero, de patrimonio del Principado de Asturias.

Uno. Se modifica el artículo 42, que queda redac-
tado:

«Compete al Consejero competente en materia
de patrimonio la enajenación de los bienes inmue-
bles pertenecientes al Principado de Asturias. Será,
no obstante, precisa la previa autorización del Con-
sejo de Gobierno cuando el valor del bien, según
tasación pericial, esté comprendido entre uno y seis
millones de euros, y de una ley de la Junta General
en los casos en que dicha valoración supere esta
última cifra.»

Dos. Se modifica el artículo 43, quedando redac-
tado en los siguientes términos:

«La enajenación de los bienes inmuebles se rea-
lizará mediante subasta pública, salvo cuando el
Consejo de Gobierno, a propuesta del Consejero
competente en materia de patrimonio, acuerde su
enajenación directa.

La enajenación directa podrá ser acordada por
el Consejero competente en materia de patrimonio
cuando se trate de bienes de valor inferior a un
millón de euros.»

Tres. Se modifica el artículo 53, que queda redac-
tado:

«Los bienes inmuebles del Principado de Asturias
cuya afectación al uso general o al servicio público
no se juzgue previsible podrán cederse gratuita-
mente por el Consejo de Gobierno, a propuesta
del Consejero competente en materia de patrimo-
nio, al Estado, sus organismos autónomos y a las
corporaciones locales, para el cumplimiento de sus
fines.

La cesión gratuita de inmuebles cuyo valor,
según tasación pericial, exceda de seis millones
de euros será objeto de una ley de la Junta General
del Principado de Asturias.»

Cuatro. Se modifica el artículo 58, que queda redac-
tado:

«Asimismo, por razones de interés social y para
el cumplimiento de sus fines, podrá cederse el uso
de los bienes inmuebles a favor de entidades con
carácter asistencial, sin ánimo de lucro y calificadas
de utilidad pública, así como a favor de fundaciones
participadas por el Principado de Asturias.»

Cinco. Se modifica el artículo 61, que queda redac-
tado:

«La enajenación de los bienes muebles se some-
terá a las reglas de competencia previstas para los
bienes inmuebles, excepto cuando el valor del bien
no exceda de ciento veinte mil euros, en cuyo caso
será competente para la enajenación la Consejería
que los hubiese venido utilizando.

El acuerdo de enajenación implicará por sí solo,
en su caso, la desafectación de los bienes de que
se trate.

La enajenación tendrá lugar mediante subasta
pública.»

Artículo 6. Modificaciones de la Ley 2/1993, de 29
de octubre, de pesca marítima en aguas interiores
y aprovechamiento de recursos marinos.

Uno. Se modifica el apartado 3 del artículo 26, «Con-
cepto», en el siguiente sentido:

«3. Con carácter general, queda prohibida la
captura de mariscos mediante el empleo de téc-
nicas propias de la pesca submarina. No obstante,
y con el fin de obtener una gestión sostenible de
los recursos de marisqueo, reglamentariamente se
regulará la explotación racional y eficaz de los mis-
mos por profesionales de la pesca mediante el
empleo de técnicas submarinas.»

Dos. Se modifica el apartado 1 del artículo 62, «De-
comiso de bienes», que queda redactado de la forma
siguiente:

«1. Sin perjuicio de las responsabilidades con-
signadas en esta ley, caerán en comiso todos los
aparejos, artes, útiles, instrumentos, sustancias,
vehículos y embarcaciones empleadas para la comi-
sión de alguno de los hechos tipificados como
infracción grave o muy grave en esta ley, que serán
depositados en el lugar y bajo la custodia de quien
disponga la Consejería competente en materia de
pesca.»

Artículo 7. Modificaciones de la Ley 2/1995, de 13
de marzo, sobre régimen jurídico de la Administración
del Principado de Asturias.

Uno. Se modifica el artículo 38, «Autorización del
Consejo de Gobierno en materia de contratación», que
pasa a tener el siguiente tenor literal:

«Será necesaria autorización del Consejo de
Gobierno para la celebración de los contratos cuan-
do dicho órgano sea el competente para autorizar
el gasto por razón de su cuantía o porque hayan
de comprometerse fondos públicos de futuros ejer-
cicios presupuestarios.»

Dos. Se modifica el artículo 9 bis, «Silencio admi-
nistrativo en procedimientos iniciados a solicitud del inte-
resado», con la siguiente redacción:

«1. A efectos de lo dispuesto en el apartado 2
del artículo 43 de la Ley 30/1992, de 26 de
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las obligaciones que pudieran surgir por encima de la 
consignación inicialmente prevista

2.11 En la sección 83, «Ente Público Servicios Tributa-
rios del Principado de Asturias el crédito 83.01-613E-226.005, 
«Remuneraciones a agentes mediadores independientes», 
en el importe preciso para hacer frente a las obligaciones 
que pudieran surgir por encima de la consignación inicial-
mente prevista.

2.12. En la sección 97, «Servicio de Salud del Princi-
pado de Asturias», el crédito 97.01.412G.221.006, «Produc-
tos farmacéuticos», en el importe preciso para hacer 
frente a las obligaciones que pudieran surgir por encima 
de la consignación inicialmente prevista. 

 6252 LEY 7/2005, de 29 de diciembre, de medidas 
presupuestarias, administrativas y tributarias 
de acompañamiento a los Presupuestos Gene-
rales para 2006.

EL PRESIDENTE DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

Sea notorio que la Junta General del Principado de 
Asturias ha aprobado, y yo en nombre de Su Majestad el 
Rey, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 31.2 del 
Estatuto de Autonomía del Principado de Asturias, vengo 
a promulgar la siguiente Ley de medidas presupuestarias, 
administrativas y tributarias de acompañamiento a los 
Presupuestos Generales para 2006.

PREÁMBULO

1. Es objeto de la presente Ley adoptar una serie de 
medidas presupuestarias, administrativas y tributarias 
que, accesorias de la Ley de Presupuestos Generales para 
el próximo ejercicio, con la que guardan directa relación, 
contribuyen a la mejor consecución de sus objetivos y 
mandatos.

2. En lo que se refiere a las medidas de naturaleza 
presupuestaria, se modifica el Texto refundido del régi-
men económico y presupuestario, aprobado por Decreto 
Legislativo del Principado de Asturias 2/1998, de 25 de 
junio, en lo que toca, por un lado, al régimen de las sub-
venciones y ayudas públicas, para adaptar la norma auto-
nómica a la normativa básica contenida en la Ley 38/2003, 
de 17 de noviembre, general de subvenciones, y, por el 
otro, al procedimiento de libramientos de créditos a la 
Universidad de Oviedo, extremos ambos vinculados de 
manera clara con la gestión del Presupuesto.

3. Dentro de las medidas de naturaleza tributaria se 
incluyen las relativas al Impuesto sobre la Renta de las Per-
sonas Físicas, que mantienen y actualizan deducciones en 
la cuota íntegra autonómica. En este título se contiene asi-
mismo un conjunto de modificaciones del Texto refundido 
de las leyes de tasas y precios públicos, aprobado por 
Decreto Legislativo del Principado de Asturias 1/1998, de 11 
de junio, que responde a motivos de carácter técnico deri-
vados de la experiencia en la actividad gestora de los tribu-
tos y que hacen oportuno en unos casos introducir o rede-
finir conceptos y en otros modificar o suprimir algunas 
tarifas. Finalmente, se modifican diversos preceptos de la 
Ley del Principado de Asturias 1/1994, de 21 de febrero, 
sobre abastecimiento y saneamiento de aguas, cuyo objeto 
es actualizar los tipos de gravamen y prorrogar la morato-
ria establecida en su disposición transitoria séptima. La 
conexión con la Ley de Presupuestos de este grupo de 
medidas tributarias es igualmente evidente.

4. Finalmente, la Ley incluye medidas administrati-
vas convenientes para una más adecuada y eficaz conse-
cución de los objetivos de los Presupuestos. Deben men-
cionarse, en primer lugar, las modificaciones de la Ley del 
Principado de Asturias 13/1986, de 28 de noviembre, de 

ordenación y defensa de las carreteras. Se actualiza la 
cuantía de las sanciones pecuniarias de forma que sean 
más acordes con las circunstancias económicas actuales, 
lo que tiene una incidencia directa sobre los ingresos pre-
supuestarios. Comoquiera que las cuantías se establecen 
por relación a una nueva clasificación de infracciones en 
leves, graves y muy graves, se incluyen también dentro 
de la Ley otros extremos directamente conectados con 
ese nuevo marco sancionador, como son la descripción 
pormenorizada de las conductas tipificadas como infrac-
ción administrativa, a fin de dotar al régimen sancionador 
de mayor seguridad jurídica, y la distribución competen-
cial para la imposición de sanciones. Las modificaciones 
introducidas en la Ley del Principado de Asturias 3/2001, 
de 4 de mayo, de juego y apuestas, de una parte, tratan de 
evitar que bares y análogos se conviertan en centros de 
juego sin los controles que tienen los locales genuinos de 
juego, de otra pretenden sancionar conductas que la rea-
lidad demuestra que deben ser objeto de sanción, y, por 
último, aclaran qué órgano es el competente para iniciar 
el procedimiento sancionador, siendo, por lo demás, 
estrecha la relación de la materia del juego y las apuestas 
con la hacienda autonómica, para la que es, por otra 
parte, pieza clave el Ente Público de Servicios Tributarios, 
al que, a través de la modificación de la Ley del Principado 
de Asturias 15/2002, de 27 de diciembre, de acompaña-
miento a los Presupuestos Generales para 2003, se le 
dota de una vicepresidencia buscando la mayor eficiencia 
del Ente Público. La modificación de la Ley del Principado 
de Asturias 2/2004, de 29 de octubre, de medidas urgen-
tes en materia de suelo y vivienda, flexibiliza el régimen 
de actualización de precios máximos de venta de las 
viviendas protegidas concertadas, lo que repercutirá en 
una mejor ejecución de las políticas presupuestadas a ese 
respecto. Las modificaciones introducidas en la Ley del 
Principado de Asturias 1/1991, de 21 de febrero, de patri-
monio, pretenden adaptar la redacción existente a los 
actuales valores de mercado, tal y como han hecho no 
sólo la Administración estatal sino las Comunidades 
Autónomas que disponen de una regulación reciente de 
la materia, siendo obvios los vínculos entre patrimonio y 
Presupuesto.

5. Por último, y en lo que se refiere a la parte final de 
la Ley, la disposición adicional contiene la autorización al 
Consejo de Gobierno para la constitución de una empresa 
pública, cuyo objeto es la gestión de infraestructuras cul-
turales, turísticas y deportivas con el fin último de conse-
guir una mayor eficacia, agilidad y coordinación en dicha 
gestión, en beneficio también de un mejor desarrollo pre-
supuestario en la materia.

TÍTULO I

Medidas presupuestarias

Artículo 1. Modificaciones del Texto refundido del régi-
men económico y presupuestario, aprobado por 
Decreto Legislativo del Principado de Asturias 2/1998, 
de 25 de junio.

Uno. Se añade un artículo 67 bis, «Reintegro», que 
queda redactado como sigue:

«Artículo 67 bis. Reintegro.
1. El interés de demora aplicable en materia de 

subvenciones será el establecido en el artículo 38 de 
la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, general de sub-
venciones.

2. Prescribirá a los cuatro años el derecho de la 
Administración a reconocer o liquidar el reintegro 
en los términos establecidos en el artículo 39 de la 
Ley a que se refiere el apartado anterior.»
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TÍTULO II

Medidas administrativas

Artículo 2. Modificaciones de la Ley del Principado de 
Asturias 13/1986, de 28 de noviembre, de ordenación 
y defensa de las carreteras.

Uno. Se modifica el artículo 18, que queda redactado 
como sigue:

«Artículo 18.
1. Incurrirán en responsabilidad administrativa 

quienes cometan cualquiera de las infracciones tipi-
ficadas en los apartados siguientes.

2. Son infracciones leves:
a) Realizar obras, instalaciones o actuaciones 

no permitidas en las zonas de dominio público, de 
servidumbre o de afección de la carretera, llevadas a 
cabo sin las autorizaciones o licencias requeridas, o 
incumplir alguna de las prescripciones impuestas en 
las autorizaciones otorgadas, cuando puedan ser 
objeto de legalización posterior.

b) Colocar, verter, arrojar o abandonar dentro 
de la zona de dominio público objetos o materiales 
de cualquier naturaleza.

c) Realizar en la explanación o en la zona de 
dominio público plantaciones o cambios de uso no 
permitidos o sin la pertinente autorización, o sin ate-
nerse a las condiciones de la autorización otorgada.

3. Son infracciones graves:
a) Realizar obras, instalaciones o actuaciones 

no permitidas en las zonas de dominio público, de 
servidumbre o de afección de la carretera llevadas a 
cabo sin las autorizaciones o licencias requeridas, o 
incumplir alguna de las prescripciones impuestas en 
las autorizaciones otorgadas, cuando no fuera posi-
ble su legalización posterior.

b) Deteriorar cualquier elemento de la carre-
tera directamente relacionado con la ordenación, 
orientación y seguridad de la circulación, o modifi-
car intencionadamente sus características o situa-
ción.

c) Destruir, deteriorar, alterar o modificar cual-
quier obra o instalación de la carretera o de los ele-
mentos funcionales de la misma.

d) Colocar o verter objetos o materiales de 
cualquier naturaleza que afecten a la plataforma de 
la carretera.

e) Realizar en la explanación o en la zona de 
dominio público cruces aéreos o subterráneos no 
permitidos o sin la pertinente autorización, o sin 
atenerse a las condiciones de la autorización otor-
gada.

f) Colocar carteles informativos en las zonas de 
dominio público, servidumbre y afección sin autori-
zación de la Consejería competente en materia de 
carreteras.

g) El incumplimiento por los concesionarios de 
las autopistas y por los titulares de estaciones de 
servicio de la obligación de instalación, conserva-
ción, mantenimiento y actualización de los carteles 
informativos de las estaciones de servicio más 
próximas o las ubicadas en áreas de servicio, de 
acuerdo con lo previsto en el artículo 7 del Real 
Decreto Ley 15/1999, de 1 de octubre, por el que se 
aprueban medidas de liberalización, reforma estruc-
tural e incremento de la competencia en el sector de 
hidrocarburos.

4. Son infracciones muy graves:
a) Realizar obras, instalaciones o actuaciones 

no permitidas entre la arista exterior de la explana-
ción y la línea de edificación llevadas a cabo sin las 
autorizaciones o licencias requeridas, o incumplir 
alguna de las prescripciones impuestas en las auto-
rizaciones otorgadas.

b) Sustraer, deteriorar o destruir cualquier ele-
mento de la carretera directamente relacionado con 
la ordenación, orientación y seguridad de la circula-
ción o modificar intencionadamente sus característi-
cas o situación, cuando se impida que el elemento 
de que se trate siga prestando su función.

c) Destruir, deteriorar, alterar o modificar cual-
quier obra o instalación de la carretera o de los ele-
mentos funcionales de la misma, cuando las actua-
ciones afecten a la calzada o a los arcenes.

d) Establecer en la zona de afección instalacio-
nes de cualquier naturaleza o realizar alguna activi-
dad que resulten peligrosas, incómodas o insalubres 
para los usuarios de la carretera sin adoptar las 
medidas pertinentes para evitarlo.

e) Dañar o deteriorar la carretera circulando 
con pesos o cargas que excedan de los límites auto-
rizados.

f) Las calificadas como graves cuando se apre-
cie reincidencia.

g) Establecer cualquier clase de publicidad 
visible desde la zona de dominio público de la 
carretera.»

Dos. Se modifica el artículo 19, que queda redactado 
como sigue:

«Artículo 19.
1. Las infracciones a que se refiere el artículo 18 

serán sancionadas atendiendo a los daños y perjui-
cios producidos, en su caso, al riesgo creado y a la 
intencionalidad del causante, con las siguientes 
multas:

Infracciones leves, multa de cien (100) a seis-
cientos (600) euros.

Infracciones graves, multa de seiscientos uno 
(601) a seis mil (6.000) euros.

Infracciones muy graves, multa de seis mil uno 
(6.001) a sesenta mil (60.000) euros.

2. La Administración competente acordará 
además la inmediata demolición o supresión de la 
obra o instalación ejecutada, cuando la misma no 
sea susceptible de autorización o legalización poste-
rior. A estos efectos, la Administración competente, 
sin perjuicio de hacer uso de la facultad de ejecución 
subsidiaria, podrá, igualmente, a fin de lograr la eje-
cución directa por el infractor, imponer multa coerci-
tiva, conforme a lo establecido en la Ley 30/1992, de 
26 de diciembre, de Régimen Jurídico de las Admi-
nistraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común.

3. Las sanciones previstas son, en todo caso, 
independientes de la indemnización de daños y per-
juicios que procediere, cuya liquidación se practi-
cará por la Administración competente y se exigirá 
de conformidad con las prescripciones legales.

4. Si el infractor reconoce su responsabilidad y 
procede al pago voluntario de la sanción propuesta 
antes de finalizar el plazo para formular alegaciones 
a la propuesta de resolución, en la resolución que se 
adopte se aplicará una reducción del 25 por ciento 
sobre el importe de la sanción pecuniaria pro-
puesta.»
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Tres. Se modifica el artículo 20, que queda redactado 
como sigue:

«Artículo 20.
1. El plazo para la notificación de la resolución 

de los procedimientos sancionadores será de doce 
meses, transcurrido el cual sin que se produzca 
aquélla se dictará resolución declarando la caduci-
dad del procedimiento y ordenando el archivo de las 
actuaciones, con los efectos previstos en la legisla-
ción vigente.

2. El plazo de prescripción de las infracciones y 
de las sanciones establecidas en el presente capítulo 
será de cuatro años para las graves y muy graves, y 
de un año para las leves.»

Cuatro. Se modifica el apartado c) del artículo 23, 
que queda redactado como sigue:

«c) La imposición de sanciones por infracción 
de la presente Ley, cuando la cuantía sobrepase los 
treinta mil (30.000) euros.»

Cinco. Se modifica el apartado b) del artículo 24, que 
queda redactado como sigue:

«b) La imposición de sanciones, cuya cuantía 
no exceda de treinta mil (30.000) euros, por infrac-
ción de la presente Ley y, en todo caso, la imposi-
ción de multas coercitivas, cualquiera que sea su 
cuantía.»

Artículo 3. Modificaciones de la Ley del Principado de 
Asturias 1/1991, de 21 de febrero, de patrimonio.

Uno. Se modifica el artículo 42, que queda redactado 
como sigue:

«Artículo 42.
Corresponde al Consejero competente en mate-

ria de patrimonio la enajenación de los bienes 
inmuebles pertenecientes al Principado de Asturias. 
Será precisa la previa autorización del Consejo de 
Gobierno cuando el valor del bien, según tasación 
pericial, esté comprendido entre tres y veinte millo-
nes de euros. De las enajenaciones de bienes 
inmuebles cuyo valor, según tasación pericial, 
supere los tres millones de euros se dará cuenta a la 
Junta General del Principado de Asturias. Para las 
enajenaciones de bienes inmuebles cuyo valor, 
según tasación pericial, supere los veinte millones 
de euros será precisa una Ley de la Junta General 
del Principado de Asturias.»

Dos. Se modifica el artículo 43, que queda redactado 
como sigue:

«Artículo 43.
La enajenación de los bienes inmuebles se reali-

zará mediante subasta pública, salvo cuando el Con-
sejo de Gobierno, a propuesta del Consejero compe-
tente en materia de patrimonio, acuerde su 
enajenación directa. La enajenación directa podrá 
ser acordada por el Consejero competente en mate-
ria de patrimonio cuando se trate de bienes cuyo 
valor, según tasación pericial, no exceda de tres 
millones de euros.»

Tres. Se modifica el artículo 53, que queda redactado 
como sigue:

«Artículo 53.
Los bienes inmuebles del Principado de Asturias 

cuya afectación al uso general o al servicio público 
no se juzgue previsible podrán cederse gratuita-
mente por el Consejo de Gobierno, a propuesta del 

Consejero competente en materia de patrimonio, al 
Estado, sus organismos autónomos, comunidades 
autónomas y a las corporaciones locales, para el 
cumplimiento de sus fines. De la cesión gratuita de 
bienes inmuebles cuyo valor, según tasación peri-
cial, esté comprendido entre tres y veinte millones 
de euros se dará cuenta a la Junta General del Prin-
cipado de Asturias. La cesión gratuita de bienes 
inmuebles cuyo valor, según tasación pericial, 
exceda de veinte millones de euros será objeto de 
una Ley de la Junta General del Principado de 
Asturias.»

Artículo 4. Modificaciones de la Ley del Principado de 
Asturias 3/2001, de 4 de mayo, de juego y apuestas.

Uno. Se modifica el apartado 1 del artículo 24, «Otros 
establecimientos», que queda redactado como sigue:

«1. Los establecimientos hosteleros destinados 
a bares, cafeterías o similares podrán ser autoriza-
dos para la instalación de hasta dos máquinas tipo 
“A” o “B”, con las condiciones que reglamentaria-
mente se determinen. En dichos establecimientos 
no se podrán instalar otras máquinas de juego, ni 
terminales expendedoras de boletos o apuestas y, 
en general, no podrán ser autorizadas para la explo-
tación, con carácter habitual o permanente, de jue-
gos o apuestas.»

Dos. Se añade la letra z) al artículo 40, «Infracciones 
muy graves», con el siguiente tenor:

«z) Incumplir o violar la medidas cautelares 
adoptadas por la Administración al amparo del 
artículo 51 de esta Ley en los procedimientos de ins-
pección y sancionadores.»

Tres. Se añade la letra ñ) al artículo 41, «Infracciones 
graves», con el siguiente tenor:

«ñ) La colaboración, en calidad de personal de 
juego, en la celebración o explotación de juegos o 
apuestas no catalogados, sin poseer la preceptiva 
autorización o fuera de los locales o recintos permi-
tidos, siempre que no se trate del organizador o 
titular de la actividad.»

Cuatro. Se modifica el apartado 2 del artículo 45, 
«Responsabilidad de los jugadores y visitantes», que 
queda redactado como sigue:

«2. Las infracciones a que se refieren las letras 
d), e) y g) del apartado anterior de este artículo se 
considerarán leves, y el resto, graves.»

Cinco. Se modifica el artículo 48, «Competencia para 
el ejercicio de la potestad sancionadora», que queda 
redactado como sigue:

«Artículo 48. Competencia para el ejercicio de la 
potestad sancionadora.
1. Corresponderá al Consejo de Gobierno la 

imposición de sanciones por faltas muy graves cuya 
cuantía se halle comprendida entre trescientos mil 
quinientos seis euros con seis céntimos y seiscien-
tos un mil doce euros con diez céntimos.

2. Corresponderá al Consejero competente en 
la materia la imposición de sanciones por faltas muy 
graves cuya cuantía se halle comprendida entre 
noventa mil ciento cincuenta y dos euros y entre 
trescientos mil quinientos seis euros con cinco cén-
timos.

3. Corresponderá al Director General compe-
tente en materia de inspección y control de las acti-
vidades del juego y las apuestas la imposición de 
sanciones por faltas muy graves cuya cuantía no 
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